Bogotá DC, diciembre 9 de 2011

Honorable Representante

ADRIANA FRANCO

Presidenta Comisión Primera Constitucional

Cámara de Representantes
Referencia: ponencia para segundo debate en cámara de representantes (primera vuelta) del proyecto de acto legislativo 143 de 2011 Cámara – 07 de 2011 Senado, acumulado con 09 de 2011 Senado, 11 de 2011 Senado, 12 de 2011 Senado y 13 de 2011 Senado, por medio del cual se reforman artículos de la Constitución en relación con la administración de justicia y se dictan otras disposiciones.

En cumplimiento de mis obligaciones como integrante del equipo de ponentes del proyecto de acto legislativo de la referencia, comedidamente me permito presentar ante usted la ponencia respectiva.

Dado que presento una ponencia alternativa, me limito a explicar las razones y los artículos en los que difiero de la ponencia de mayorías.

1. La ponencia de mayorías introduce una modificación al artículo 90 de la constitución, habilitando al legislador para desarrollar en la ley aquellos casos en que la responsabilidad del Estado este limitada, excluida o condicionada. En primer lugar hay que decir que en los debates anteriores no se había discutido modificación alguna a este artículo, razón por la cual me atrevo a pensar que dicha enmienda corre el riesgo de ser declarada inexequible por violación al principio de consecutividad. Además, dudo que se requiera de una habilitación constitucional para ese propósito porque la responsabilidad del Estado que predica el artículo 90 se desprende de los daños antijurídicos imputables a éste y por lo tanto la expresión antijurídico de suyo contiene una gama de limitaciones, condiciones e incluso exclusiones de la responsabilidad que el legislador puede desarrollar, contando para ese propósito con una larga y rica línea jurisprudencial y doctrinal. Por lo anterior propongo no modificar el artículo 90 constitucional y votar negativamente el artículo 2 del proyecto de acto legislativo.

2.  El artículo 3 cuyo propósito es modificar el artículo 116 para habilitar a particulares a cumplir funciones jurisdiccionales excepcional y transitoriamente con el propósito de descongestionar los despachos judiciales ha despertado grandes preocupaciones en la judicatura. Uno de los aspectos concertados con el Presidente de la Corte Suprema de Justicia es la comisión especial que recomendará al Congreso las materias y los momentos en los cuales se requiera desarrollar legislativamente estas figuras de descongestión en cabeza de particulares. En razón a ello, propongo que el legislador solo pueda desarrollar estas figuras de descongestión en manos de particulares cuando ésta comisión así lo recomiende.
3. La redacción del artículo 4 es confusa, por tal razón propongo votarlo negativamente.

4. El artículo 10 propone modificar el artículo 221 que consagra el fuero militar. Propongo archivarlo para dejar incólume el artículo 221 de la Constitución hoy vigente. El fuero militar existe hoy en la Constitución y en virtud de él la competencia para conocer de las conductas punibles de miembros de la fuerza pública que se pudieran derivar de los actos del servicio corresponden a la justicia penal militar. Lo que pretende la reforma es asignar a la justicia penal militar el conocimiento, al menos en un primer momento, de la comisión de todas las presuntas conductas punibles de miembros de la fuerza pública porque ellas se presumirían como actos del servicio.

Esa presunción significa una variación en la cláusula general de competencia en materia jurisdiccional, hoy radicada en la justicia civil ordinaria, como corresponde a un Estado Democrático de derecho, por una cláusula general de competencia en cabeza de una jurisdicción de carácter especial como lo es la justicia penal militar.

De otra parte, esa presunción dejaría, al menos al inicio, en manos de la justicia penal militar presuntas conductas de miembros de la fuerza pública relacionadas con la comisión de delitos de carácter internacional como lo son los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra, el genocidio y las graves violaciones a los derechos humanos. Sobre este tipo de delitos, comunes en contextos de conflicto armado, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y pronunciamientos de organismos internacionales han señalado con claridad que no pueden ser considerados actos del servicio de miembros de la fuerza pública y que su competencia corresponde a la jurisdicción ordinaria civil.

El Señor Ministro de la Defensa ha dicho que es motivo de preocupación de la fuerza pública su seguridad jurídica y que esa es la razón de esta iniciativa. La pregunta que habría que hacerse es si el camino que se ha escogido para ese propósito es el correcto, o si por el contrario, como lo hemos advertido, lo que se está haciendo es desconocer estándares internacionales en derechos humanos y principios fundantes del Estado democrático de derecho. 
5. En el artículo 14 propongo limitar a la ley y no al reglamento el desarrollo del artículo 231.

6. En el artículo 23 propongo eliminar el numeral 2 del artículo nuevo 256 A porque se otorga un poder preferente disciplinario discrecional y a mi juicio deberíamos entregar al legislador la responsabilidad de definir en qué casos se podría ejercer ese poder preferente.
7. Los artículos 25, 26 y 28 modifican los mecanismos de postulación y selección del Registrador Nacional del Estado Civil, del Contralor General de la República y el Procurador General de la Nación, y en todos se excluye a las altas cortes de cualquier tipo de competencia en esas materias. A mi juicio, el diseño que hicieron los Constituyentes de 1991 para la postulación y selección del Procurador General de la Nación y del Contralor General de la República es un buen ejemplo de equilibrio entre los poderes públicos, y en el caso del Registrador del Estado Civil, el Congreso en el acto legislativo 1 de 2003 decidió dejar su elección en manos de las altas cortes previo un concurso de méritos en consideración a que, en ese mismo acto legislativo, se dejó en manos suyas, es decir del Congreso, la elección de los miembros del Consejo Nacional Electoral. Hechas estas consideraciones, me parece que lo aprobado en comisión primera y escrito en la ponencia de mayorías va en el sentido de crear un profundo desequilibrio de los poderes públicos en una materia tan delicada como lo es la selección de las personas que estarán al frente de los organismos de control y de la organización electoral.
8. No considero conveniente modificar el mecanismo de selección del Defensor del pueblo, por lo tanto propongo no aprobar el artículo 29 del proyecto de acto legislativo.
9. No considero constitucionalmente valido decretar que en un determinado proyecto de ley no habrá lugar a conflicto de intereses, sin embargo atendiendo la preocupación, que es razonable, relacionada con que en el desarrollo legislativo de esta reforma se presenten problemas de quórum desprendidos de los conflictos de intereses, en lugar del artículo propuesto en la ponencia de mayorías, propongo una fórmula que podría resolver el eventual impase.

Proposición

Con las anteriores consideraciones, propongo a la Honorable Plenaria de la Cámara de Representantes dar segundo debate al PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO 07 DE 2011 DE SENADO - 09 DE 2011 SENADO – 11 DE 2011 SENADO – 12 DE 2011 SENADO Y 13 DE 2011 SENADO “Por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones, con el pliego de modificaciones que se anexa. 
Atentamente, 

GUILLERMO RIVERA FLÓREZ

Ponente
SEGUNDO DEBATE – PLENARIA DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES

PRIMERA VUELTA

El Congreso de Colombia

DECRETA:

ARTÍCULO 1. 
Idéntico a la ponencia de mayorías. 
ARTÍCULO 2.  El artículo 90 de la Constitución Política quedará así:

Propongo eliminar el texto propuesto en la ponencia de mayorías y dejar el artículo 90 incólume como esta en la constitución hoy vigente .
ARTÌCULO 3. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así: 

“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el Tribunal de investigación y juzgamiento de aforados constitucionales, la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los Jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar. 
En cada municipio habrá al menos un juez, cualquiera que sea su categoría.

La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados judiciales, salvo proferir  decisiones que pongan fin a los procesos. Sin embargo, en procesos penales en la vinculación operará el principio de la inmediación.

El Congreso desarrollará juicios de indignidad política contra el Presidente de la República, quien haga sus veces, y contra el Vicepresidente de la República cuando sus conductas violen la ley penal o disciplinaria.

La ley podrá atribuir, excepcionalmente y en materias precisas, función jurisdiccional a determinadas autoridades administrativas, salvo la de juzgar delitos.

Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.

La ley podrá atribuir, excepcional y transitoriamente,  función jurisdiccional en materias precisas a abogados en ejercicio en calidad de jueces adjuntos. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados en ejercicio que se postulen para ejercer estas funciones jurisdiccionales como particulares.  La ley establecerá los casos en que esta función se ejercerá de manera voluntaria, así como su régimen de remuneración o incentivos. En todo caso, estos abogados no podrán conocer  asuntos  penales,  contencioso administrativos o acciones constitucionales.

De manera excepcional, transitoria, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje o centros de conciliación.

Las decisiones que le pongan fin a las actuaciones adelantadas por autoridades administrativas, notarios, centros de arbitraje, centros de conciliación y abogados en ejercicio en calidad de jueces adjuntos, cuando ejerzan funciones jurisdiccionales, serán apelables ante el superior funcional del juez que hubiese sido el competente en caso de haberse optado por la vía judicial. Se exceptúan los casos en que la competencia hubiese sido ejercida por autoridad judicial en única instancia, en caso de haberse acudido a ella. En todo caso, el legislador solo podrá atribuir funciones jurisdiccionales a particulares previa recomendación de la comisión especial de la que trata el parágrafo de este artículo.
Toda persona tendrá derecho a que sus controversias se resuelvan mediante procesos jurisdiccionales de duración razonable. La Ley fijará los términos para resolver estos procesos en primera y segunda instancia, so pena de perder la competencia.  

Parágrafo.  Crease una comisión especial que estará integrada por:

A) El Ministro de Justicia y del Derecho o su delegado, quien lo presidirá;

B) El presidente de la Corte Suprema de Justicia o su delegado; 

C) El Presidente del Consejo de Estado o su delegado;

D) El Presidente de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura o su delegado;

E) Tres (3) senadores de la comisión permanente encargada de conocer asuntos constitucionales y de justicia, quienes integrarán la comisión durante cuatro (4) años o, a lo sumo, hasta el final de su período;

F) Tres (3) representantes a la Cámara, integrantes de la comisión permanente encargada de conocer asuntos constitucionales y de justicia, elegidos por esta corporación, quienes integrarán la comisión durante cuatro (4) años o, a lo sumo, hasta el final de su periodo;

G) El Procurador General de la Nación, o su delegado; y

H) El Fiscal General de la Nación o su delegado.

A partir del sexto mes de existencia de la Comisión y, desde entonces, con una periodicidad anual, la comisión deberá presentar un informe de recomendaciones al Congreso sobre los asuntos que deban ser conocidos por autoridades jurisdiccionales distintas a los jueces de la República, así como los mecanismos procesales que contribuyan a obtener una justicia pronta, oportuna y efectiva.”

ARTÍCULO 4. El artículo 134 constitucional quedará así:

Propongo eliminarlo y dejar el artículo 134 como esta hoy en la Constitución.
ARTÍCULO 5. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 6 El artículo 178 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 7. El artículo 184 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 8. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 9. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 10. El artículo 221 de la Constitución Política quedará así:

Propongo eliminar el artículo 10 de este proyecto de acto legislativo de tal manera que el artículo 221 de la Constitución se mantenga incólume.
ARTÍCULO 11. El artículo 228 de la Constitución Política de Colombia quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 12. El artículo 229 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 13. El artículo 230 de la Constitución Política tendrá un inciso adicional del siguiente tenor:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 14. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 

“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado serán elegidos por la respectiva Corporación mediante el voto afirmativo de la mayoría absoluta de sus miembros, de listas de 5 candidatos conformadas mediante convocatoria pública.

En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado se atenderá el criterio de adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, de la rama judicial y de la academia. La ley regulará los mecanismos de selección para dar cumplimiento a este criterio de integración.”

ARTÍCULO 15. El artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 16. El artículo 233 de la Constitución Política, quedará así: 

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 17. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 18. El artículo 238 de la Constitución Político tendrá un inciso nuevo del siguiente tenor:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 19. Modifíquese el inciso 3º del numeral 1 y el numeral 2 del artículo 250 de la Constitución Política, los cuales quedarán así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 20. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 21. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 

Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 22. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías

ARTÍCULO 23. La Constitución Política tendrá un artículo nuevo así: 

“Artículo 256 A. Corresponde a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura el ejercicio de las siguientes atribuciones, en los estrictos y precisos términos que se establecen a continuación: 

Propongo eliminar el No 2 del texto de este artículo que viene en el informe de la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 24. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías.
ARTICULO 25. Modifíquese el artículo 266 de la Constitución Política, el cual quedará así:

Propongo eliminar este texto y dejar incólume el artículo 266 de la Constitución hoy vigente
ARTICULO 26. Modifíquese el inciso 5 del artículo 267 de la Constitución Política, el cual quedará así:

Propongo eliminar el texto que viene en la ponencia de mayorías y dejar incólume el artículo 267 de la Constitución hoy vigente

ARTÍCULO 27.  El primer inciso del artículo 274 de la Constitución Política de Colombia quedará así:

Idéntico a la ponencia de mayorías

ARTÍCULO 28.  El artículo 276 de la Constitución Política,  quedará así:

Propongo eliminar el texto que viene en la ponencia de mayorías y dejar incólume el artículo 276 de la constitución hoy vigente
ARTÍCULO 29. Modifíquese el artículo 281 de la Constitución Política, el cual quedará así:

Propongo eliminar el texto que viene en la ponencia de mayorías y dejar incólume el artículo 281 de la constitución hoy vigente

ARTÍCULO 30.  El artículo 277 de la Constitución Política quedará así:

“Idéntico a la ponencia de mayorías
ARTÍCULO 30. Artículo Transitorio. Si en el desarrollo legislativo de la presente reforma constitucional los impedimentos aprobados por conflictos de intereses de los Congresistas superan el 30% del número de miembros de las plenarias de las cámaras o de sus comisiones respectivas, para las mayorías requeridas por el reglamento del Congreso se tomarán como miembros de las comisiones y las plenarias el número de congresistas habilitados para votar. 

ARTÍCULO 31. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

GUILLERMO RIVERA FLOREZ
Ponente
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